









1. Transición y proceso
constituyente
T ras un año dc tanteos —el primeresque sigue a la muerte de Franco—. en
el que los agentes sociales, buscando
adaptarse a la nueva situación, tratan de recom-
poner sus fuerzas y ser reconocidos como tales
y. al tiempes. de conocer la cantidad y la calidad
de las fuerzas adversarias, los estados mayores
de la oposición democrática —la Comisión Ne-
gociadusra— y de la npeisicióníí yeforníista enca-
bezada por Suárez, llegan a un terreno donde es
puisible el acuerdus. Atrás ha quedades un añus lle-
no de luchas esbreras y de movilizaciones popu-
lares, non varias huelgas obreras y un elevado
saldes de trabajadores muertos —cinco sólo en
Vitoria— puir la represión policial es por la vio-
lencia de la extrema derecha (Montejurra). Tam-
bién ha quedado atrás el gobierno Arias-Fraga y
un incansable ucísario de idas y venidas. de visi-
tas y de entrevistas secretas y medio desveladas
entre persesnalidades dc la optísición y de luís
aledaños del poder; es decir, entre las élites
emergentes y la vieja clase peslítica.
Atrás ha quedado la andadura separada de la
Junta Demeicrática y de la Plataforma de Con-
vergencia, para quedar unidas en la Plataforma
de Organismos l)emocráticos —POD o oPIata-
junta»— y en la Comisión Negociadesra. En ese
año 1976, han quedades también atrás las Cortes
franquistas, disueltas después de haber aproba-
do por aplastante mayoría ‘ la Ley para la Refor-
ma Política, que recibiría el respaldo popular en
el referéndum dei 15 de diciembre. ecín una par-
ticipación dei 77%. Precisamente el referéndum
para la refeirma política es ci hito que marca un
cambies de tendencia en las relaciones entre el
poder y la oposición. Porque, por un lado y con-
tra ciertos análisis que negaban esa posibilidad,
muestra que dentro del propio régimen existen
fuerzas capaces de hacerles evoluciesnar renun-
ciando a partes importantes de sus fundamen-
tuis t
El pruscurador ultraderechista Blas Piñar,
consciente de ello, en una de las últimas sesiones
de las Cortes franquistas dirá que está iniciándo-
se un presceses constituyente «bajo las estúpida
farsa de la reforma democrática”.
Pero además, el resultades del referéndum
muestra la capacidad del gobierno de Suárez
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para sacar adelante la reforma contra los tirios
nostálgicos del franquismo y los troyanos de la
oposición democrática, para quienes dicho íe-
sultaulo representa unía severa derrota y un preo-
cupante motivo de división, pues cl sector más
moderado, al final de la campaña, realizada en
clarísima inferioridad de condiciones con res-
pecto al gobierno, se separa de la posición co-
mún —la abstención— y la propugna, sollo vote,
la participación.
Sólo después el escrutinio del referéndum
—esto es, la fueza real de la oposición—, Suárez
accede a mantener una entrevista, en varias tan-
das, con la Comisión Negociadora. Tras estas
entrevistas la oposición democrática parece salir
de un sueño y entrar atropelladamente en la rea-
lidad a través de un acusado pragmatismo. Se
abandonan las veleidades rupturistas y se malba-
rata la cultura de la resistencia contra el régimen
franquista con tal de poder participar en lo que
se adivina ya como irremediable. Los débiles
acuerdos —gobierno de amplio consenso; legali-
zación de partidos y sindicatos; reconocimiento
de las libertades de expresión, reunión, asocia-
ción, huelga y manifestación; amnistía política y
laboral; estatutos de autonomía; programa eco-
nómico contra la crisis; elecciones a asamblea
constituyente— establecidos entre representantes
de fuerzas políticas muy dispares ~, sobre luís que
se había levantado el programa de la oposición
democrática, se deshacen como azucarillos en el
agua.
En aras de la estabilidad de la naciente demo-
cracia se entra en un proceso negociadeir en el
que las fuerzas de la izquierda dilapidan no sólo
su tradición luchadoray su cultura, sino su razón
de ser como portadoras de la legitimidad demo-
crática.
Sobre este particular, Vidal Beneyto sostiene:
«Para confirmar sus posiciones sociales y econó-
micas en el postfranquismo, la burguesía necesi-
taba legitimar democráticamente sus expresio-
nes políticas, sus grupos y sus hombres. La
izquierda, la única fuerza históricamente demo-
crática, tenía la llave de la mayor o menor ampli-
tud, de la mayor o menor credibilidad de esa le-
4gitimacion»
En esta situación, en las fuerzas hegemónicas
de la izquierda —el PSOE y, sobre todo, el
PCE— y aún en la extrema izquierda, se mani-
fiesta claramente la divergencia entre lo que sos-
tienen los programas políticos, cuyes contenides
fundamental se mantiene ritualmente de congre-
so en congreso y una creciente tendencia al
pragmatismo menos formalizada documental-
mente pero realmente influyente a la hora de
actuar.
Así, pese a la retórica defensa de la ruptura
con el régimen franquista y ha necesaria forma-
non de un gobierno provisional, en una coyun-
tura sobre la que pesa una gran incertidumbre, la
predisposición al pragmatismes se impondrá so-
bre la fidelidad a los programas.
El PCE, desde que formuló en 1956 su políti-
ca de reconciliación nacional, había venido pro-
pugnando un pacte> interciasista —el Pactes para
la Libertad— para instaurar un régimen de liber-
tades democráticas. Un gobierno provisional de
amplia coalición sería la prespuesta comunista
para buscar al franquismo una salida sin trau-
mas. Por su parte, el PSOE en el Congreso de
Suresnes, en 1974, había optado por la ruptura
democrática, con lo cual se respetaba el antiguo
proyecto de un gobierno presvisional sin signo
institucional que convocara una asamblea ceíns-
tituyente.
En ambos casos, el PCE en la Junta Democrá-
tina y el PSOE en la Plataforma de Convergencia
Democrática, habían mantenido tal dicotomía en
sus posturas —a nivel de programa y a nivel de
praxis—, que se habían trasladado a la organiza-
ción resultante de la fusión de ambas —la POD—.
Con esta contradicción interna, ante la capa-
cidad dc Suárez de sacar adelante la refuirma
mostrada en luís resultados dcl referéndum, la
única salida de la oposición era participar a toda
costa en unas negociaciesnes en las que ci Go-
biernes llevaba la voz cantante, pero elles suponía
perder el espíritucrítico pata aceptar lo que apa-
recia como inevitable; renunciar a buena parte
del ideario a cambio de ser aceptada, tenida en
cuenta a la horade negociar.
Tras esta postura se adivina la prisa de una
nueva generación de intelectuales por abrir el
cerrado sistema franquista de renovación de éii-
tes y formar parte de la intdlligents¡a que dirige
los destinos del país. Sin embargo, el Estado, el
lugar óptimo para dirigir a la sociedad, gozaba
todavía de buena salud y estaba gestionades por
una élite que detentaba cucítas notables de poder
y a la que era difícil desalojar de los aparatos en
los que estaba encastillada. La única salida era la
negocíanmon.
Sí, corno escribe Gregorio Morán, <utodus era
transabie siempre que no se hiciera público» ~,
bien pronto se pudieron ver públicamente los
POLITICSJ-
Consenso, desmovilización y procesoconstituyente... 275
resultados de tales transacciusnes en las sesrpren-
cientes metamorfosis —aceptación de la monar-
quía, de la bandera nacional y de los aparatos
tumídamcrítales dcl Estado— que sufrieron algo-
neis dirigentes de pncrtidcss de acendrada tradi-
non usbrera y republicana que en un momento
no lejnunuí fuercín muy criticcís ceso el legado Iran-
qu i sta.
Se aceptarcín las cesodicicínes ~—con partideis
y sinclicateis en la ilegalidad— en las que se ha-
brían de celebrar las elecciones generales cl 15
cíe junies cíe 1977, y, a la falta de un gesísiernes
presvisicintul ci cíe ceincentracion oticiesnal, usívicití—
deis prusotus peres tescíuíera y triunfalmente airea-
dos en so uuucstíucntcí. se piasníei el primer acuer-
do ecesísómicus y líesí iticus cutre nuevas y viejas
élites en el Pacto de la Mesneicía, que puede con-
siclerarse una precusnstmtuciusn es uíí E.stnututes prus—
visícínal, ya que derogó parte de la legalidad
Iranquista y la sustituyó peir ustra más acorde cuso
la nueva situación.
1.11 clima de acuerdo entre élites continnó du-
rante la etapa cusostituyente y acabó. refrendada
ya la Constitución, comes “culminación del espí-
ritu de pacto. ceimpromisus y consenso que. en
general, caracterizó a tusda la transición españo-
la» 7 ruin las elecciones generales de marzo de
i919.
I)e esta manera, el período ecínstituyente estu-
ves cleterminades puir el grades en que el franquis-
mo comes régiuusco se hundió y peir la forma en
que se caminó desde un Estado dc hecho a un
Estado de derecho; es decir. ceímeí eleníenúcí im-
puirtante en el isruscescí cíe la trnunsícmon, Itt etapa
constituyente permanecio inmersa en el conjun-
tus de presbiemnus que atravesaresus a tíquélla.
Coiuici iuiclirní Jusrcli Seslé tura ~, al contraries
que en 1810, 1869 y 931, en que tres grandes
períesdos ecínstituyentes dr signo democrático
licísarcín el vtucío instituciesmual dejadcí al hundirse
la mesnarqula. el régimen franquista sóles se liun—
dió parcialmente dejandes en pie aparateis funda-
mentales cid Estacius y buena 1sarte de su legiti—
nuidnid.
Una prolongada y compleja presión civil, en
la que tuviercín gran impesutancia luís meivimien-
tuis uslsreruss x; pespuiares. ruimbinada i oternamen—
te ceso una crisis cesmes mesdelus ele dommnacuon
sescial y dc acumulación de capital y externa-
mente ruin ini crisis nícmnclial de la ecusneimia, per—
mitió al bloque dominante, ni través de la larga
decadencia dci régimen, ecínservar impuirtantes
cuotas de su poder. Así, a la muerte de Franco,
momento en que se planteó con toda crudeza la
supervivencia o al extinción de su régimen, se
dio una situación de equilibrio entre las fuerzas
de éste y las de la oposición.
Si bien el movimiento usbrero y popular fue un
factor decisivo en la erosión del franquismes, lo
cierto es que a la muerte del dictador su fuerza
no contaba todavía con el grado suficiente de or-
aanización ni había delimitado niás o menos cla-
ramente sus cíbjetivos políticos. En cítras pala-
bras, la clase cíbrera oes era todavía una clase
para sí en el sentidus marxianes por la falta de
efectiveis humancís círganizados. de un presgrama
puilíticcí y peir las diferetules influencias políticas
que actuaban en su interiol-. pese a la incuestio-
nalíle hegemonía del PCE a través de CCOO.
Por luí que hace a icís nuesvimienteis puspulares
—entre los que destacan luís de caracter naciusna-
lista—, permanecían disperseis debides a sus pro-
picís objetiveís y a las nuúltiples direcciesnes que
les imprimían las organizaciones peshiticas que
actuaban en su senes. De una manera gráfica pci-
dna decirse que Franco murió demasiades pron-
to para el movimienteí obrercí y popular porque,
en 1975, ninguno de cutís había puidido remon-
tar los largos años de marg”inación política y pa-
sividací civil propicís de la clesminación franquis-
ta, en tanto que sectores decisivos de su régimen
conservaban una buena parte de su decreciente
legitimidad junto con notables cuotas de poder
en el Estades, luí cual les permitió geizar durante
la transición de una notable capacidad de ma-
nitíbra.
Este inestable y desigual equilibrio de fuerzas
sociales puede considerarse la médula de la
transición española.
Según esto, la transmnmon puede ser analizada
desde el musdelo teóriccs que describe tal proce-
so cusmo un cambies de régimen por transac-
ción ~>‘entre la vieja éiite autoritaria y la nueva
élite denseirrátíca. La priuuiera actúa desde el
Estado y las instituciones y con el respaldo de
una legitimidad declinante —v suficiente ante la
ausencia o debilidad de otra espción ~—, y Ja se-
gunda, seibre la base de la movilización de las
masas y la legitimidad de haberse opuesto al ré-
gimen.
El poder de la élite autoritaria se manifiesta
en la capacidad para poner límites al contenides
y la velocidad de los cambicís, aceptar o rechazar
núcríeseotores, permanecer en determinados
aparatos del Estadus es instituciones civiles, vetar
la discusión susbre asuntos cornus la legitimidad
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anterior, la exigencia de responsabilidades o la
depuración de cuerpos, y en asegurar su perma-
nencia en el nuevo régimen como una importan-
te opción electoral (Share, 1986>.
La nueva élite, vez conseguida su aceptación
como interlocutora a la hora de establecer con-
juntamente con la vieja élite las reglas formales
del juego democrático, juzga que la actividad de
las masas no soles ya no es necesaria sino contra-
producente, por lo cual prescede a su consiguien-
te desmovilización,
Una visión que guarda cierta semejanza, pero
es más sugerente desde el punto de vista políti-
no, la ofrecen Recio, Uña y Diaz Salazar 12 con
una interpretación de la transición basada en el
concepto gramseiano dc revolución pasiva o de
revolución-restauración <~, aunque dicho mode-
lo debe ser utilizado, según mi opinión, para
analizar un período más largo de tiempo que el
de la estricta transición peslítica <. Los cambios
de valores, mentalidades y actitudes —lo que
Gramsci (¡bid, 139) globalmente llama “modi-
ficaciones moleculares» que alteran progresiva-
mente la composición de las fuerzas— ~~son mu-
cho más lentos que los cambios legales e institu-
cionales, por lo cual se requiere un período de
tiempo más largo para observar lo que permane-
ce de la cultura y el ethos del viejo régimen y
hasta dónde llegan y qué profundidad tienen los
cambios introducidos por el nuevo. La revolu-
ción pasiva o revolución restauración es para
Gramasci un proceso de modernización del
Estado a través de una serie de reformas, pero
sin pasar por una revolución de tipo jacobino
que transforme radicalmente el orden político.
Para Gramasci la revolución pasiva se produce
cuando las fuerzas emergentes que han contri-
buido a la crisis de un régimen se muestran inca-
paces de completar su obra e instaurar un nuevo
régimen. En esta situación, una parte de las fuer-
zas sociales del viejo régimen consigue despe-
garse lo suficiente de éste e integrar parte del
ideario de sus adversarios políticos.
Este alejamiento calculado junto con al asun-
ción de las partes mas mesderadas dcl «programa
enemigo» permiten a una parte de las fuerzas po-
líticas del viejo régimen no sólo sobrevivir en la
nueva situación, sino dirigir el proceso de cam-
bio en sus tramos fundamentales, gracias a su re-
novación programática y a haber interesado en
1-a reforma a sus oponentes políticos.
Gramsci ~pone como ejemplo de esta inicia-
tiva política en una situación de debilidad de
ambos contendientes, al partido de Cavesur —ex-
ponente de la revolución pasiva— frente al parti-
do de Mazzini— exponente de la iniciativa popu-
lar—, y dice que, después de 1848 —durante el
Risorgimento italiano 7 el partido de Cavour
supo atraer a sus filas a un número creciente de
elementos del Partido de Acción logrando el
empobrecimiento del movimiento de Mazzini.
Lo cual pone sobre el tapete la cuestión de la
hegemonía; de la dirección de las fuerzas socia-
les y la formación de un bloque político lo sufi-
nientemente fuerte como para arrastrar detrás de
su programa al movimiento popular.
En el caso de la transición española, la feirma-
ción de un bloque en torno a los postulados de
la reforma impidió la formación de la alianza en
torno a la ruptura. La decisiva actuación de un
sector de la burguesía desvinculada del viejo ré-
gimen que logró atraerse a los dos principales
partidos obreros y populares, impidió la hege-
mesma de éstos al frente dc una alianza con un
programa de contenido popular.
Pero, más que de revolución pasiva, al no ha-
ber ni pugna ni alternancia de clases en eh podeí,
yo prefiero calificar a la transmnmon española de
conservación innovadora, una de cuyas innova-
ciones conservadoras fue la de restaurar detácto
una monarquía ya prevista por el régimen tinte-
rior, con lo cual se prolongaba, aunque de otra
manera, el carácter vitalicio que tuvo en el fran-
quismo la figura del jefe del Estado.
No se tiene constancia de que Franco hubiera
leído a M. Weber, sin embargo era consciente de
la dificultad sucesoria que tenía planteada un ré-
gimen como el suyo. basado en la legitimidad ca-
rismática de su fundador. Por lo cual, con la II
Restauración borbónica estimó que el problema
sucesorio quedaba resuelto por largo tiempo. En
esta predisposición dinástica reside la razón
para comprender la enigmática respuesta de
Franco cuando se le pianteaba la cuestión de la
sucesión: «Todo queda atado y bien atado.»
Esta conservación innesvadora permite que el
viejo régimen no se destruya. sino que se de-
resnstruya parcialmente pieza por pieza, pero sin
dejar vacíos. Nada se quitó que no tuviera ya co-
locada su pieza de repuestes.
Mediante este proceso, la declinante legalidad
anterior sirvió de apoyo a la legalidad nueva, de
tal manera que no se produjo una ruptura eonsti-
tciyente.
Las Cortes, que resultaron ceinstituyentes pero
pudieron no haberlo sido, fueron elegidas por
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una ley eleetesral surgida de la legalidad franquis-
ta; su poder constituyente se ejerció respetando
los límites marcados por la Ley de Reforma Po-
lítica, respaldada peir un referéndum popular, sí,
pero aprobada en las últimas Cortes franquistas
a propuesta de un gobiernuí formades en su ma-
yor parte por persusnalidades del régimen y nom-
brado por el Rey, designades a su vez por Fran-
no.
El procedimiento fue una muestra de una im-
placable lógica en el uso del poder político, aun-
que desde el estricto punto de vista jurídico-cons-
tituciesnal pueda parecer un tanto heterodoxo que
el pesder constituyente quede condiniesnado por el
viejus poder nonstituicles.
Tal situación, para Carl Schmitt es difícil de
concebir 5: «Legitimidad de una Constitución
no significa que haya sideí tramitada según leyes
constituciesnales antes vigentes. Tal idea serma es-
pecialmente absurda. Una Cuinstitución no se
pone en vigor según reglas superiores a ella.
Además, es inconcebible que una Constitución
nuera, es decir, una nueva decisión política fun-
damental, se subordine a una Cusostitunión ante-
rior y se haga dependiente de ella.» uuUna Consti-
tución —continua (1’. Schmitt— no se apoya en
una neirma cuya justicia sea fundamento de su
validez. Se apcsya en una decisión política surgi-
da de un Ser político, acerca del modo y forma
del propio Ser» ‘»,
Si nusí se hizo fue, sencillamente, porque se po-
día barcí’. La escrupulosa observancia de la le-
gislación vigente en todo el proceso permitió la
paradójica operación de ampararse en una lega-
lidad que se iba demoliendus. paso a paso. a ma-
neis de hábiles políticos y de expertos juristas,
mientraus se reemplazaba puir otra, pero sobre la
base dc que nada más cambiase. Los aparatos
fundaníentales del Estado continuaron funcies-
nando con la más absoluta normalidad, en mu-
chuis casos dirigicleis por las mismas persusnas, y
el Gobierno seguía formado por persusnalidades
del viejo régimen. Es significativo que seis anos
después de muerto Franco y habiéndose produ-
cido luís rambicis fundamentales de la transicion,
Leopoldes Calvo-Sotelo suceda a Adolfo Suárez
al frente del gesbierno. Así, pcír una curicísa para-
duija del destines, un genuino representante de la
oligarqufa, que. según Eduardes Fioravanti 20 se
encuentra entre los »cuatreínientos hombres pú-
hunos> de la élite franquista, llega a presidir el
segundes gesbierutí ceinstitetcieintei.
Puir estrus lacio. 77 miembros de las Cesutes or—
gáninas permanecían en sus escaños, ahora como
diputados y senadores de las Cortes constituyen-
tes, nutridas, también, por otros miembros de la
élite del Régimen 2i De esta manera, un grupes
destacado de personas que habían participado
en las actividades ordinarias de la décima legis-
latura de la dictadura podía, sólo uncís meses
más tarde, colaborar en la elaboración de una
constitución democrática. El asunto se agrava si
se recuerda que en esa misma legislatura. los
prusnuradores asistieron sin el menor pestañeo a
luís anteis que señalaron el delirio final del fran-
quismo (ejecución por garrote vil de Puig Antinh
y l-leinz Chez en 1974, decretuí de estades de ex-
cepción en Euskadi, en el veranes de 1975 y el
juinies militar sumarísimo, sin garantías, a ninces
militantes de la extrema izquierda —dos de ETA
y tres del FRAP—. que culminó en la aplicación
de cinco sentencias de muerte).
Esos mismos diputadeis tardodemócratas acre-
ditaron también su versatilidad al aplaudir la re-
forma de Arias Navarres —el famoso «espíritu del
12 dc febrero>—, aprobar luego la Ley de Refor-
ma Política de Adolfo Suárez, decidir la disolu-
ción de las Cortes orgánicas y preparar su pre-
senda en las Cortes democráticas a través de la
ley electoral dc 1977.
Hay autores 22 hiperlegalistas que ante esta
peculiaridad constituyente han hecho de la nece-
sidad virtud al atribuir al régimen instaurades por
la Cuinstitunión una triple legitimidad: la deriva-
da de la legitimidad histórico-dinástica; la deri-
vada de la legalidad franquista y la propia legiti-
midad democrática. Pero ya hemos visto lo que
espina Carl Schmitt sobre el arte de ir amonto-
nandus legitimidades.
Estando de acuerdo con el profesor González
Casanova, quien opina 23 que uuel carácter teóri-
camente ilimitades del poder constituyente de la
Nación sesberana es una ficción ideológica más
de las muchas que conforman el Derecho, pues-
to que en la práctica histórica, sólo la guerra y la
victoria vieslenta de una revolución permiten ha-
cer del poder constituyente algo originaries. Y,
aun así, éste aparece mediatizn.do por otreis pus-
deres superiores de hecho», sin embarges debo
advertir que es preniscí establecer algún límite
para no hacer de leis conceptos algo completa-
mente elástico y, por lo tanto, inútil. Entre el po-
cler constituyente de un gusbiernes preivisional
surgido de una revcílución triunfante y el esteirga-
do a las Cortes dc 1977 por la legalidad fran-
quista existe tanta distancia, que dudo que sea
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posible encuadrar ambos procesos bajo el mis-
mo concepto sin correr el riesgo de que éste se
nos quede, entre las manos, inservible para su
función teórica.
Según mi modesto criterio, el período consti-
tuyente careció de dos requisitos fundamentales
para merecer una equiparacion con proceseis si-
milares: gobierno provisional y asamblea unica-
nieral constituyente.
Por lo que respeeta al primero, hay que seña-
lar que pudo haber surgido de un acuerdo y no
de una victoria revolucionaria, que es lo que
propugnaban los partidos moderados de la opo-
sición democrática bajo distintas formulaciones.
Con respecto a la segunda debe señalarse que,
además de las limitaciones legales que impidie-
ron a muchos partidos radicales presentarse con
sus siglas a las elecciones de junio del 77. por lo
que tuvieron que aparecer públicamente bajo
nombre supuesto, de las alteraciones a la preí-
porcionalidad que introducía el sistema D’Hont
y de la sobrerrepresentacion del voto rural sobre
el voto urbano, hay que añadir que desde una
sola cámara —Cortes— se pasó a dos —Congreso
y Senado— y que en la Cámara alta aumentaba la
despropoción entre el número de votantes y su
representación. Por otro lado, y ésta es una cues-
tión de gran originalidad en el proceso constitu-
yente español, el Rey designado por el dictador
gozó de la prerrogativa de nombrar a 41 senades-
res, elección que recayó, en su mayoría, en per-
sonas vinculadas non el Régimen (19 de los ele-
gidos habían sido ya procuradores en las Cortes
orgánicas; de ellos 16 en la última legislatura y
14 en más de una de elias) 24
La carencia de dichos requisitos no represen-
ta únicamente una falta de adecuación formal
con unos principios jurídicos o de concordancia
con la casuística del derecho constitucional, sino
la constatación de la ausencia en el proceso
constituyente del que debiera haber sido su prin-
cipal protagonista; del sujeto constituyente por
excelencia: el pueblo o la nanmon.
Para Sieyés únicamente la nación puede ser
sujeto constituyente: «Si carecemos de Constitu-
con, hay que hacer una; sólo la nación tiene de-
recho a elloíí 25
La ausencia de tal sujeto se percibe no sólo en
la formalidad del proceso constitucional, sino en
el carácter tan frío y superestructural de los cam-
bios legales introducidos en la transición y en la
gran ambigliedad del discurso político consti-
tuyente. La causa puede buscarse en que, en el
proceso constituyente, faltó, susbre todo, el calor
pespular; la demanda expectante, desde la base
de la pirámide social, de unos derechos, sentidos
y reivindicados, que debían ser recogidos en la
Ceinstitunión. Faltó, también, un proceso de sen-
sibilización previo, como el que tuvo lugar en la
Francia de 1789, antes de nelebrarse los Estados
Generales, puesto en marcha con la recogida de
las opiniones y necesidades populares en los
oCuaderneis de quejas».
Falto el espíritu constituyente, porque, según
indica González Casanova, ono se improvisa un
“sentimiento constitucional”» 24 Evidentemente,
la falta de sentimiento constitucional, además de
ser fomentada por las élites que dirigieron la
transición, tenía una base objetiva en la modera-
ción de la mayoría de los ciudadanos.
La falta de osadía colectiva para arriesgar algo
del presente por un futuro incierto pero posible
y la ausencia de masivas movilizaciones a faveir
de un proyecto civil de tipo democrático bur-
gués. señalan una de las grandes fronteras de la
transición. Según se extrae de numerosos estu-
dios 27 y, por supuesto, del análisis de los resul-
tados de las consultas electorales —con un claro
predominio del voto «centrado»—, la expectante
sociedad española que salía del franquismo se
reveló nomo moderadamente ceinservadora, bas-
tante pasiva y poco amiga de cambios brusceis y




A tenor de lo expuestes es fácil cesm-prender que el proceso de elabora-
cuon de la Constitución española no
suseitara entre los ciudadanos un especial estadus
de ánimo o lo que podríamos llamar espíritu
constituyente, si es que así puede denominarse
el ambiente popular parisino que tuvieron como
telón de fondo los juramentados del tuduego de la
Pelota», cuando la caída del antiguo régimen
suseitó todo tipo de espectativas.
Para Cambó, el fin de una larga dictadura su-
pone la explosión de todas las pasiones disol-
yentes que el régimen no ha podido contener.
oTesdeis los presbiemas constituyentes se plantean
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simultáneamente, forma dc gobierno, organiza-
ción unitaria o federal del Estado, derechos in-
dividuales y sus garantías, organización de los
poderes legislativo, ejecutivo y judicial, relacio-
nes entre el Estado y la Iglesia...» 25, pero ese no
era el caso de España en 1978.
Sea como fuere. Gesozález Casanova. desde
las páginas de Pie f=xpress29 ya advertía de que
el proyecto constitucional despertaba en la calle
esnases interés.
La Constítucueso fue diseñada, debatida y acor-
dada ~<>entre bastidores. Neí sóles se hurtó su dis-
cusion a la pesbíanión, sino que la mayoría dc sus
representantes en el parlamento fue ajena a las
deliberaciones que condujeron al texto definitivo.
El acuerdo adoptado por la Ponencia Consti-
tucional de mantener en secreto sus duscusiones
y esfrecer a la prensa una sucinta explicación des-
pués de las sesiesnes. se vio continuado peir la
práctica de sacar los debates del ámbites paría-
unentario y celebrarlos en despachos particulares
es en m-estaurantes, especialmente durante las últi-
mas semanas de trabajo de la Comisión, en las
que el proyccteí constitucitinal sufrió notables
musdifictuniesnes
La inicial reserva de Penes Barba y Solé Tu-
ra‘ 32 sobre la contidenrialidad de los debates se
reinvirtió nuás tarde en asentimiento, puesto que
peruusitia el trabajo de la Cesuusísuon sin injerencias
desde la calle. peres al mnisnio tiempo sin suscitar
el interés puspuiar. No cíbstante, la publicación
por sesrpresa de parte del borrador constitueiesnal
por la revista Cuadernos para eldiálogo ~ cl 22 de
nusvienubre dc 1978, seguida, tres días más tarde,
cíe la aparición de tusdus cl textes en el restes de la
prensa, nes contribuyó en gran medida a hacer
mas pespular el debate, aunque presdujo algunas
dificultades a la Peincocia al hacer del textus mate-
ria opinable.
Sin embargo, al faltar el interés de los partideis
peir llevar la discusión a la calle por medio de
actividades específicas, Ja tensión derivada del
debate sobre el articulades nus lesgraba llegar más
allá cte luís nírculcís peslíticos y de las páginas de
leis periócliceis; no interesaba a luís ciudadanos.
Nus lesgralsan apruiximarse espinión pública y opi—
nicín publicada
A pesar de que la infeirmación en la prensa
fue abundante las abstractas y frecuentemente
aburridas disquisiciones de sus señorías sobre el
textes, la formalizada terminolcígía jurídica, la eífi-
citísidací. ltu alítmnclante retórica y la ambigliedad
del lenguaje del nesosenses no fucrein la mejuir
preparación para que los ciudadanos pudieran
entrar en una materia tan ardua y tan alejada de
la vida cotidiana como había siclo hasta ese mo-
mento una Constitución ~.
Por otro lado, en la calle, cuso mucha frecuen-
cia, se asoció el ceinsenses con luís cabildeos de
pasillo y las cenas, esividandes que el consenso
era el acuerdo general entre todos los grupos po-
líticeis de la Comisión Constitucional. Aunque
aquí habría que hacer una distinción entre con-
senses estratégico y consenso táctico.
Podríamos decir que el primero se refiere al
general acuerdo sobre el tipo de Estades y de so-
ciedad que habría de suceder al franquismo,
mientras el segundo se refiere al procedimiento.
O, expresado de otra manera, podría decirse
que, sobre la base de un acuerdo estratégico
acerca del mesdeles de sesnirdad, se llega a un
pacto sobre el camines para acerearse a ella.
Luís llamadeis «pactos de mantelo no fueron
más que un acuerdo prescedimental reducido —el
PNV no estuvo representado en la Ponencia y
AP rechazó su carácter extraparlamentario— ~
dentro de un consenso mas amplies.
El propio Sole Tora ~ admite esta percepción
popular cuando explica: «El consenso tuveí en
aquellos mesmentos iniciales mala prensa. La
gente no lo entendía o lo cuinfundia con un pas-
teleo más o menos clásico. Peres yes creo que fue
una aportación decisiva a nuestra trayectoria po-
lítica colectiva.»
Si, comes escribe Guinzález Casanova ~ <el
consenses no es un pasteleo entre partidos pode-
rosos, celebrado entre risotadas y borracheras
en una bacanal traidora al pueblo», tampoco
eran ajenos al pueblo los conciliábulos de pasillo
para resolver diferencias que en las sesiones or-
dinarias de la Comisión Ceinstitucional parecían
irresuslubies, ni las ideas y venidas a los restau-
rantes, «La maycsr parte de los neinsenseis —escri-
be Luis Carandeil— «t asensos, transacciones y
reecínsensos se lograban fuera de la Cámara, fue-
ra dcl salón de la Comisión: a veces en restau-
rantes perdidos, a veces en despachos particula-
res.’
«Los periodistas —añade el mismo autor en
otres escrito ~> comenzarein a hablar de “artícu-
los cenaduis” y “artícuicís iseir cenar” y, a partir
de entonces, a los señores comisiesnados íes en-
tró cierta aprensión o temor a que el pueblo in-
teupretase que estaban ceinvirtiendes la Constitu-
non en un banquete.»
Otrus periodista agudo —Manuel Vicent— tam-
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bién se hacía eco, en aquellos días, de la estrecha
relación entre nomensalia y constitución, cuando
escribía: «Sin duda, ésta ha sido una Constitu-
ción bien comida. Todo el trayecto ele su debate
en la Comisión sc ha visto sincopado con los
placeres de la mesa, no sólo de la mesa que pre-
side Emilio Attard, sino la de un restaurante de
cuatro tenedores...» 4<),
No obstante, el mismo cronista reconoce efec-
tos beneficiosos a esta función jurídico-nutritiva,
cuando admite en el citado textes: «Si luís consti-
tuyentes de 1931 hubiesen cenado entre sí algu-
nos artículos, probablemente no se hubiera lle-
gado a la guerra civil.»
Mas, por efecto del consenso extraparlamen-
tario, el debate constitucional en las nuevas Cor-
tes fue «técnicamente pobre y pesliticamente de
escaso interés. Todo o casi todo estaba acordado
con carácter previo», según reconoce Rafael
Arias Salgado 41
Pero volviendo a las razones del desinterés
popular, hay que indicar que residen, por el lado
histórico y tal nomo veíamos en las páginas ante-
riores, en los largos períodos de privación de de-
rechos elementales que han sufrido las clases su-
balternas, a los que deben añadirse los cuarenta
años de la dictadura franquista. que no han sido,
precisamente, elementos que hayan ayudado a
apreciar el justo valor de los derechos civiles.
Sobre este aspecto, Maravalí 42 considera la apa-
tía como una consecuencia del «cinismo políti-
no» y de la desmovilización promovidos por el
franquismo.
Junto a estas razones pretéritas, existen otras
de carácter coyuntural pero que abundan sobre
lo mismo. La primera es que el clima de acuerdo
entre élites con que se entreteje el proceso de la
transición, que si al principio se apoya en una
movilización controlada de las masas, en una fa-
se posterior exige su desmovilización para dejar
el exclusivo protagonismo a las élites.
La segunda razón, ya dentro de la etapa cons-
tituyente, son los efectos desmoralizadores que
ejerce sobre amplias capas de la población tra-
bajadora el Pacto de la Moncloa, que si bien es
un pacto político y económico, puede conside-
rarse un precedente jurídico de la Carta. Pero
además, el Pacto de la Moncloa no fue firmado
por los representantes del capital y del trabajo,
como sucedía con cítros pactos sociales en Euro-
pa, lo cual indica, por un lado, que el capital,
frente a luís sindicatos obreros, no cesotaba con
organizaciones propias de la suficiente entidad e
independientes del Estado, al que hasta enton-
ces había confiado la custodia de sus intereses, y,
por otro, que, ni en este caso, las mismas élites
que protagonizaron todo el proceso de la transi-
cícín permitieron la firma del pacto por repre-
sentantes de las organizaciones de masas.
El Pacto de la Moncloa introducía el prece-
dente de exigir elevadas contraprestaciones a las
clases populares a cambio de derechos democrá-
tinos. O, dicho con una terminología más acorde
cein las leyes del mercado, las ciases subalternas
y en especial los trabajadores y sus familias de-
bían «pagar» con la política de austeridad los be-
neficios de la reforma legal que ofrecía el Pacto
en su doble objetivo de afrontar la crisis econo-
mica y consolidar la democracia ~.
Hay una tercera razon cuyos efectos sein difí-
ciles de medir en la mentalidad ciudadana, pero
que explica el clima en el que la Constitución se
alumbró. El secreto y el consenso suponían en la
práctica negar la participación y la democracia
que. en teoría, la Constitución reconocía y que
eran el fundamento del régimen que se instau-
raba.
El consenso permitió crear, en primer lugar,
les que Salvador Giner denomin-a un pacto de
«legitimidad universal o de no pedir cuentas a
nadie» ‘~ y que Gregorio Morán llama sencilla-
mente «la constitución en Reino de desmemoria-
deis» ~ y en segundo, establecer unos vínculos
relativamente estrechos entre la nueva y la vieja
clase política, que, si bien facilitaron el tránsito
con el diálogo y el entendimientes entre las élites,
ofrecieron por contra una visión demasiado ho-
mogénea de cara al exterior y la impresión de
una excesiva e innecesaria familiaridad entre
persusnas que nus hacía demasiades tiempo apare-
cían públicamente como auténticos adversarios
—incluso nomo <uprisionereis» y apresadores—
y representaban además intereses sociales difí-
cilmente conciliables.
Sin embargo, de esta fase de anuerdeis, que,
según M. Caeiagli, «fue muy delicada y dañina
para los partidos» ‘~, surgió, con la unión dc la
vieja y nueva élite, una nueva clase política en el
mas estricto sentido mosquiano. Pero dichos
acuerdos, pese a los buenos deseos de uuconsti-
tuir un amplio consenso nacional» < no dejaban
de ser una fórmula para encubrir la escasa repre-
sentación social de luís partideis politiceis y desta-
car la importancia que tuvo en la transición el
acuerdes entre élites. En la dialéctica entre élites
y masas, las primeras estaban especialmente in-
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teresadas en mantenerse en un lugar preeminen-
te en la sesciedad en detrimento de las masas.
Leis partidos serán las instituciesnes que harán
puisible una de las fesumas de esta preeminencia a
través de un nomplejes proceso que va desde la
ilegalidad hasta su inclusión, como instrumentos
fundamentales para la participación política, en
la Cuinstitución (art. fi)
Si inicialmente algunos partideis para legiti-
marse necesitaron de las masas en movimiento,
a medida que se fueron conseslidando como tsr-
ganizaciones y afianzándose en la nueva legali-
dad el apeíyeí de las masas fue menos necesa-
4¼
ríes
La ley electoral dc 1977. con las listas de can-
didateis formadas por las pttríidess y cerradas a la
intervención cíe los electusres, colocó definitiva-
mente tu luís particleis cesmes preitagusnistas de la
acción política. heehes que la Constitución san-
emono más tarde al instaurar en España el mode-
les de luí que se ha llamtudes Estado de partidos
Vida Beneyto consideía que una de las razo-
oes del desencantes demuicrático debe busnarse
en el papel jugado peir las élites en la transírmein,
a la que ve «reducida a una operación de clin-
gentes y profesionales de la política, cuyo princi-
pal objetivo es regular su mutua eooptanión
(que) no pasa de ser un mecanismos de legitima-
ción del pesder de las élites, una figura de admi-
nistración del privilegio, que difícilmente puede
entusiasmar al ciudadano»
El proceso de marginación era, pues, necesa-
rio, pero la labeir cíe apartar a luís ciudadaneis dc
la peíiiticnu ttmvus que partir dcl estaduí de moviii—
zacion social iniciadus en luís últimos años del
franquismo e incentivado tras la muerte del din-
tadeir.
Así, la desmovilización ~ cesmo un requisito
necesario para cusostruir un nuevo orden politi-
ces >~, fue larga y dolorosa y usbedeció a una do-
ble filcíscífía: nusmes parte del pacto politices —el
consenso propianíente diehes— y como parte del
panteí suscial para tífruintar la crisis enesiucímmca.
Fue larga porque era en sí misma un prusceso
cesotraclicteirius, va que la musesvilización de las ma-
sas —en uusuchos casos simbólica— fue siempre
un recursus del PCE en las negeiciaciones 1 pero
también había razones objetivas que ahumaban la
meiviiiztucie’in. La crisis rceinóuuuica exigía remes—
deltír profundamente el ntpartttcs produetiveí y
crear expectativas de obtener beneficio para fo-
mentar la inversión, luí cual supuinia flexibilizar
el mercado labesral (cuso sus ceinsecuennías: au-
mentar el paro y precarizar el empleo) y bajar
luís salarios: o sea, sólidos meitivos para la resis-
tencia y la movilización de los trabajadores.
Además, entre los efectos de la crisis figuraba
una alta tasa de inflación (19,8% en 1976, 26,4%
en 1977) que generaba como reacción un movi-
miento de protesta contra la carestía, unido al
impulso del movimiento vecinal, que encontró
una coyuntura propicia para reclamar la mejora
dc dotaciones y servicios en los barrios, demora-
da siempre por las autoridades franquistas. Y, fI-
nalmente, el proceso de desmovilización social
fue desloroso porque también supusus quebrar
una tendencia a la auteíorganización obreray po-
pular que había sido costosamente puesta en
marcha contra la estrirfa legislación labusral y
peslitica del franqtíismeí.
El proceses cíe ceinducir a los núcleos más acti-
vos de las clases populares al simple papel de es-
pectadores se realízus siguiendo un triple cauusino
que llevaba desde las calles hasta las institucio-
oes. El primero ruinducia directamente a los
foros del Estado, al parlamento, a través de un
alambicades sistema de representación. El segun-
do llevaba desde las organizaciones vecinales
hacia los ayuntamientos, por un procedimiento
parejo. El tercero, desde el mesvímíento asam-
bleario hacia las centrales sindicales.
En este sentido, la desmusvilización, o separa-
ción de política y pohiteia, sirvió para crear una
nueva clase política y para conducir sun excesi-
vos traumas la transición estrictamente política
(la económica tuvo altísimo costes), peres abun-
dó en el desinterés de los ciudadaneis por la po-
lítica en general y la Cuinstitución en particular.
A este respecto, hay que recordar que las críticas
que realizó un sector de la izquierda radical so-
bre los efectos que iba a producir el consenso
constitucional resultaron presféticas. A corto pía-
zus, el pruspies referéndum recogió los fruteis de
esa marginación pespular. La Constitución fue
apresbada con un 59% dc votos afirmativeis sobre
el teital de eleetesres, iseres uuí 33% dcl censo ííes
acudió a las urnas. En el País Vasco y Navarra
las cifras aún fueron más rotundas: la abstención
superó cl 51% y los vesteis afirmativeis no llega—
ruso al 35% dei censo Y
El escrutinio suscitó cierta preocupación,
pues la abstención superó todas las prevísíesnes.
pcíes sc encontraron respuestas satisfactorias (la
monotonía de la canípaña oficial, la falta de
adiestramientes demuscrátincí después de cuaren-
ta años, la falta de iniaginnución de la clase pushiti—
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ca para publicitar la campaña, el desencanto, el
consenso...) non tal de dar por bueno el procedi-
miento.
Estas ideas se ven confirmadas por una auto-
rizada opinión M que pone el dedo en la llaga
sobre el verdadero objetivo del compromiso
constitucional: «Evitar la confrontación pública
y simultánea sobre todas las cuestiones colecti-
vas que una Constitución trata de resolver o en-
cauzar. El consenso fué una manera de imponer
límites y silencios al debate nacional; a un deba-
te de múltiples facetas que, por afectar a los pro-
blemas vitales de una sociedad golpeada por una
aguda crisis económica podría haber resultado
indigeribie o polarizado la situación política e
impedido la prosecución de la reforma demo-
crática.» Es decir, evitar un clima comes el que
describía la cita de Cambó.
Límites y silencios al debate nacional sobre la
Ley que había de configurar las relaciones entre
el Estado y la sociedad civil, ese fue el espíritu
constituyente.
Así, no es de extrañar que las consecuencias
de la marginación ciudadana en un momento tan
trascendente fueran más allá del referéndum so-
bre la Constitución. El abstencionismo político
creció desde el 22% en el referéndum sobre la
Reforma Política (diciembre 1976) hasta el
39,5% en las elecciones municipales en abril de
1979, y con él, ese vago y persistente sentimien-
to que se ha llamado desencanto.
NOTAS
Dc 531 procuradores que componían la Cámara, estu-
vieron presentes 497, dc los que votaron a favor 425; en
contra 59 y 13 sc abstuvieron. Entre los votos negativos me-
recen destacarse los dc los generales Barroso, Castañóuí de
Mena, loiesta Cano, Lacalle Leloup, Pérez Viñeta y Salva-
dor Díaz-Benjumea, e! de monseñor Guerra Campos y los
de Girón, Fernández Cuesta, Oriol. Piñar. Utrera, Martín
Sanz y Zaníanillo,
El resuttado de la votación es sorprendente si se tiene en
cuenta la mentalidad reinante en aquellas Cortes, que Mi-
guct Angel Aguilar analiza muy agudamente en Las últimas
Cortes delfranquismo. Barcelona, Avance. 1976,
2 Entre estos análisis dc tipo ratastrofista, figuran algu-
nos de ta izquierda márxista radical, que negaban al régimen
de Franco cualquier capacidad para evolucionar dado soca-
rácter «fascista, Otros afirmaban que una reforma iniciada
por los sectores evolucionistas del régimen seria pronto des-
bordada por la movilización obrera y popular.
Casi medio ccuítcnar de círganizaciones de un amntílius
espectro político están representadas en la Comisión Nego-
niadora por: Carrillo (PCE), Tierno Galván (PSP), Felipe
González (PSOE), Fernández Ordóñez (socialdemócratas),
Satrústcgoi (liberales). Cañellas (democristianos), Pujol (ca-
talanes), Jáuregui (vascos) y Faz Andrade (galíegeis).
Vuus<. BLNLVTS, J,, ISlario de una ocasión perdida, Bar-
na. Kairós, 1981. p. 39.
MernM’n. O.. El precio de la transición, Bareeltína, Plane-
ta, l991,p. 156.
6 La promulgación de leyes y decreteis susbre libertades y
derechos no sulsuso, como es obvius, su i,umediato ejercicio
de maisera indiscrimiuíada. Et Real Decrerus dc 8 dc febrero
de 1977 sobre el derecho de asociación política excluía a
los partidos comunistas, republicancís y separatistas, y la le-
galización dcl PCE, cl 9 de alsril. dejó fuera de la ley a las
organizaciones situadas en so izquierda, que tuviemon que
atravesar un calvarius de trámites mstrs dc poder ser recono-
cidas.
La convocatusria electuiral dcl 15 ele jonio, realizada au
amparo dci Decreto Ley de 18 de ussayo dc 977, no permi-
dé prescotarse a los cusmicios a teiduis luís partidea existen-
tes, ni el Decreto ele .1 dc abril sobre libertad de sindiraciójí
dc trabajadusres y empresarios traje) de lúteo la legalidad 1sara
ucícios Ita sindicatos,
Cusr~ueuccs, R., «La Constitución dc-! 978<>, en La Irarísi-
rién de,nuscruíiico espaiiuílo, Madrid, Sislema, 1989. p. 338,
8 SeitmÑ TORA, J.. «La Constitución y la locha pusr el socia-
1 ismo» en la esbra colectiva La izquierda y la C<,nsdtución,
Barcelona,TaoladeCanvi, 1978, p. 19.
Nus sc trata aquí de examinar las posilsilidades que teuula
la ceimuciencia de etase de convertirse en acción a través de
un presgrama peil juico, Quizá la sociedael española se hallaba
ya lo suficientemente inmersa cus ¡a recusofigoración social
del monelcí modernus cuimo para que tal conciencia de clase
fuera posibte, peres tantus cl PCE cuímeí los partidea nuarxis—
las a so izquierda acluaban sobre esta hipótesis. Lo riemící es
que el colectivo obrero activo resnstituyó tino de los mayo-
res frentes de desgaste del franquismus, perus tal colectivo re-
presentó sólo una delgada capa frente al reslo de obrercís y
citídadanos pasivos.
S«~uzr, M. y MAmr»WA«írsus. S., «1 ransiciones vía transac-
ción: la democratización en Brasil y España», ¡<LP, o,’> 49.
1986,
Escribe Píezwwusuuíei que «lo que importa para la esta-
biliulad de cualquier régimen no e.s la legitimidad de ese par’-
ticular sistema dc dominación, sino la presencia o ausencia
de cspciones preferibles «Algoneis pr<.tiemas en el estudicí
dc la transición a ta democracia, en O. O’Donnell, P.
Scbmitter. L. Whitehead (eds.). Transiciones desde un gobier-
no autoritario (vesí. 3). Buenos Aires, Paidós, u 988 pp. 79-
104, p. 86.
Rucio, .1. L.. UNA, O. y DIAS-SÁi.Az,síc, R., Para co,n-
prender la transición española: religión y po/aiea, Estella, Ver-
bus Divino. 1 99t1.
GicsMscI. A., La po/hita y el Estado nuoc/erno, Baucelo—
na, Península, 1971. pp. 137-143.
‘ Denomino transición política a la etapa breve. perus
050v intemusa desde el punto de vista puilitico. durante a cual
se establecen los fundamentos del listado de derecho, Tem-
poratmcnte comprende desde la muerte dc Franco hasta el
referéndum de la Cuinstitución.
La transición polilica así entendida vendria precedida de
una fase preparatoria o pretransiemon. y seria parte fuuída-
níental de un periodo más largo ci transición economíca.
Puede usablarse también de una Irauisición sociai que pre-
risa de una etapa añus más larga para nuuíreciar los camtsicis
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en actitudes y mentalidades que llegaría hasta 986, Con
ello, la etapa cíe cansbios idi tíctis ccumnóm icu’s y sociales, se
cuinsidera acalsadnm al cumpí ‘rse cl proceso normalizaduir
-—estatsii idael dcmeíc rática, sancam entus económico, integra-
ción i nternaciíiísal—. del cual cus’ respondería al gobierocí etel
PSOE la última parte.
G~ ‘use . A., l,a po/ate a cl ¡Suado moderno, Barcelo-
Ci RAMS( u; A.. II prítuuípe y el listada moderno. Barcelcí-
leí íserióumicus II 1< esorgimentuí, fonuladus por (7.avusor en
847. dio nombre a u’sa ¿pelea cuí la qute se peislula la uunifi—
caciuso tal iaíía, el fin de le, presencia extranjera y la nícíder-
nizacion del petis.
Su su’ 1 , ej., teoría de la (onstituíción, Ni ad rí d. Al ia’s —
za. i982.p. ¡(>4.
5cm ¡su’ - Ci.. ibídem. ¡í. 94.
Puir reunir en so persona cargos pusliticeis cein cargos
en enspiesas estatales y privadas. Udoardeí Piesravantí ulsica
su Lecípesí el ti (1’alvus—S<.í tel ti cnt re ti s” cuí atruseicolcís lies unbres
1sñbliceís» que articuulemís la clase dísminanee en el franqoismus
(La él ime del usoele r en Espnmñ a». Ne.gae.ioí es, o ,‘> 1 . titesñuí de
1976. Pp. 79-106).
¡ Susbre este teosa. emulemás de luís trabajos de Fioravanti
ele Baena y García Madaria ya cilacítís. puede verse el tra-
baje’ eleS. del Cemospo, E. Tezantís u W. Sondo. «1.m élite puslí—
tica espatitilil y ini transición a la elem,íerneiní’, Sistema, ni>
48. mayuí de 1982. pís. 21-61.
Amem.xs..s<te>xmís. R.. ‘‘Chía perspectivní cíe la transiciusís
españeila a ma elenuícrnucia>’. (Sienta y Rucó,,, tu.>> 41. diciem-
tire de ¡978. pp. 77-84. mí. 83.
ti eiNz>Ñtm.m•, ej .ss ‘¿tuis >s. J. A.. Tc’oría del Estado y Lícre—
tiLo (‘on,siitociontl¿ Barceltína. Vicens Vives, i 982. •2> reecí.
1983. p.?i 1.
Véase B,xm •.\A sí- - Ave A,’,’ ‘e. M. y Gsmee:i¡s MA’sAitiA. J.
M i lite tíane1utmisl«s y’ Iseirtícracia en las Cusrues actuales>.
Sus» ma o>> ‘8 ene’us de 1979, pus. 3—St) y’ 19, ootnm 4t1.
5 ‘ s 1 1 Qí íé e.u cl JSr< ce Estado?. Bti ccituia, O
bus 198t p Sí
6>15,’ su m ¡ ( xs XN<>vA, J. A.. El euu,rmhío incaíusals/e, Bar—
celein u A otísí espuis 1986, p. 306.
Pcicelen .. crsc t u, it .¡. Pi Ni uit. R.. La opinion pública es—
panoli dcl /í anqu u snm o o la u/cuí ocuacia, M adriel. Cl5, 1 982;
A <u íes, E,, ¡‘art/dos puuihicos e ideologías eh lúsparia, Mniel ri d,
CIS, 1978: VV.AA., I.a ,yf/í’níu polhíu’a. la ideología pci/aiea
cíe los espano/e.5. Meud riel, (MS. i 977; 13 e ¡sí:. M.. La nueva e/c-
un oeru¿c5 a en l’lspaha (Sistema de pan ícle,.s y oríentau tu in del rei-
lo. 1976—1988). Madrid. ti~uión ti,, 1984; MÁs ‘<VALí.. J, M.,
I.a poliSíes’ u/e le’ Ira «sic íu.ín, Mcm drití. Eacm rus, u 98 1; Luí ji ••.x Pi -
SA. A, y Luí’’-,. A e ‘<su .í’íeí N, U., It, u oh mira política di’ la Pispo—
ha u/e Franco, M atíriel, lauros, 1 976; y eí gruesus volumen
cci le clive, La transición dcmou rótice’, Mniel riel, Si suc ma, 1 989.
28 (1AM toS, E.. I,as clie.tíjd,.iras. Maulriet. 1929. pp. 2(12—204,
tesnínicíní de CAMrC>S Ríos, fi.. >>EI puider 1suilítieti y ¡ni Consti—
cien e> O. (. uaclc’rno.s U’ter/o llsénicuí, n. >>> 6 1 —62, 1 979, ~ 1 3—
26. ~s.3.
2» (ittwA s,z C,ssÁsí i’< .-s, J. A.. ‘>1 CI sentimientO constito-
ci uína 1». eo El cují ,ulsio inau aballe (1 975’ 1 VAS) Ba ree mona.
Antbruípos. 1986, p. 305.
Luís 1ít,rme’íus res que susbre la fuir~ssaeión ele la Cuími—
sión y Pusnene ia comísmi u oc iuso aíes están relatados tíesr Pite rs
RARI,>\. O. en el articules ‘>1 ns suicialistas y la Ces,ístitucióníí,
cletmít ruí de la uslíra ceilcemiva i.a izquierda y la (‘onsiilueión,
Barcelona. Eaula ele (Áí~ívi. 1978. pp.S- 18. También poe-
den encontrarse en Sou e ToRA 1 ¡ o~ u.onmun¡sias y lo (‘ons-
litación, Madrid, Eeírma 1978
Un resumen del puoccso cusostítovente puede euwo,strarse
en el articulo de (lÁmíce ci limAz 5 MÁtmUiNívz, J, L. y AmiAs-
CAL, F., í> Luís que ogareso le lineE ( ,íadernes ¡íara el dicilogo,
24 de junio de 1978, PP 30 t cn los fascículuis 36 y 37 dc
Historía de la transición (II parte) publicada puir Diario /6
1984. Pp. 534-555 y en 1, obr u de Geíiízxi.rz CAsASuiVA. J.
A.. Teoría dcl Estad,> De re e lío ( onstilae lonal Barcelona,
Vicens Vives 1982
En tres scmtnas dci ~ cíe nuavul tI 1 3 dc jonius, se ha
reinventaclus ¡ u ( umnstmtoc~uiíí» atu, íusab muí U.u Li <‘ci DIAZ. 5..
MAstíN it,’ 3 1 Ami ‘<si Al F en Luis eíue ugarein la ti naln.
(‘cuadernos partí el dialogo 24 ele mutuo ele 1978 pp. 3t.>-35.
32 Véase it os suse’ íim’.e is y la ( <síu stmtumcíusn en Pitees
BÁiCIIA. G So, Tu» 1 y VV AA 1 a í qíterda y la (u,n.sti—
lución, Barna. Taula de Caíívi, 1978. p. 6.
1 .ess pericíd isuas fueron Sesiedad Gailegui—D íaz, losé
Luis Martínez y Feulericís Abascal. La “filtración cusiuscó en
una situación i ocómuida a Peces Barba, Cloe era de todos l<.ís
pui~semutes en niás próximei ni ini reviste,. leul cesmel indica en
«La pesoencia y “el 1it,rtazci’n. li/Moría de la transicíuin (II
parte), Diario /6. ¡984, tasciecílo 37. pp. 55t>-5S 1.
~ I;artusleímé Clavercí iii rma qule tnum peictí la
ciós ele 931 hailtí demasitíelcí aprecití en la seiciedemel (fico—
/m iciehí Listcirica del ciotistil it ionali.snío es~>an e4 Mniel riel. Tee—
nos, 1985. p. 142).
~ Véase a este respectes la uípinióms de Manuel <raga. que
considera un erruir llevar cl debate a luís cesmneduires, en Li
e,rtleo 1 u.í 2.>> fume cío errusr”. / listoria de lo ira n.sició,i. II parte,
l)iariu, /6, 1984, tiuscicolo 36. pp..
535-536.
S<síÁú ~lY>SA, J,. iii tís eusmunmstnss y el s roueYSO constito-
ye~ste>í. Historia cíe la cransic-icin tíl parle), Diario /6, 1984,
fascículo 36 Pp 537 538.
«‘o
38 ~, igo cm ‘su í u El cambio 6 cic.’alsable, p. 308,C>mu xsot mm 1 y MÁíeoc:i>. Resvimemí -Viti. V., “Los testigos
del proceso cesost~tu~ ente>, /1) ahess cíe C.c,nslitueión espaiici-
la, Zaragoz ‘ Asescí ició n cíe la Prensa cíe Za raguiza. 1988.
pp. 17-3<) p 19
~ CASAN ‘sí u t 1 Aseoscí, eísnseoseí 5’ recestiseuisOíí,
Cuadernos pata c l u/ia/cSgo, 24 de junius dc 3978. g.36.
~>>Vicies-ii M., “Leí tultimet cena’. iii /‘cuís, 21 de joiíici de
VP/Sp. 12.
~> Aueí.ás—&-«í CiAtití, R. escribe: ‘De ahí qeme la puslémica
eoíístiucucieínai cii el Cííngresus y en ci Senado, segel mu retieja
el diaries de sesitínes, femese técnicame tite pusbre y política-
menle de eseníscí interés. Tcselm.í ti casi csdu.í estatiní nuccírdaduí
cein caracter prevití» (Una perspectiva de la transue~on es—
pañusla a ¡a elemoeracia”, en (uíenía u Razón, o.» 41, diciem-
tire de 1988, pp. 77-84, p. 82).
‘>2 Pruítíablemente la a1satia fuese en bocísa paute resulta-
elis del “ciii isíusei useslítices’ y de la desmovilización
1sruímesvi—
dos durante largas décadas usor el Frar~qcuismus>. (M AiCAVA’.L.
J. M.. La j’ts/ítiea de la transících,, Madrid. lauros 1981 2
cd., i
984, p.S ).
~ El Pacetí cíe la Muincícía muid ificó la legalidad suibre [os
derechuis fcindamcnuaies (libertad de expresión, derecho de
reunitin y ascícinición, asistencia leirada al detenido), redefi-
nió ci eonceptuí de orden público e mt rcsdojuí camisitís en las
fuerzas y cuerpuis de seguridad dcl ¡iseado, entre otras me-
didas. Véase el ‘Acuereltí seibre el Progrnumnu de Actutacitin
lorídicen y Politice”, Los Rae-tos de /a Moncloa, Madrid, Presi-
dencia del Gobierno, 1977,4.” cd., Pp. 75-91.
Fi términes leí utiliza Saivaduir Giner en una encoesta
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sobre la transición publicada en Sistema, a.>” 65-69, noviem-
tire dc 1985, p. 214,
~ MORÁN, O., ibiden,, p. 75.
48 Es la opinión de Fraga, que, en calidad deMinistro del
Interior, detuvo a los representantes de la Platajunea citando
la iban a presentar a los medios decomunicación.
~ CACYIAGLI, M., Elecciones y partidos etí la transición es-
pañolc~ Madrid, CIS, 1986, p. 25.
~« Rafael Arias Salgado dice que la nueva España «<es el
fruto de un amplio consenso nacionat para liquidar las últi-
mas secuelas de la guerra civil y para organizar sin violencia
apelando a luís ciudadanos (El consenso, fundamento de
la nueva España>, Cambio 16, o.>’ 1.000, enero de 1991. p.
34) (el subrayado es mio).
~‘ Sobre el tema de ¡a formación dejos partidos politicos
puede verse la obra de Roismeicuez t)laz, A.. Transición po/A
tica y consohidac:ión constitucional ele los partidos políticos,
Madrid, Cesco, 1989.
5» Para aproximarse a este tenía puede verse el libro de
GÁmu¡x-PrmAvds, M,, El Estado de’ paruidos, Madrid. Alianza,
1986,
7> Vína,, BeNitv mo, J,, Diario de una cíc’asión perdida, Bar-
celona, Kairós, 1981, p. 108.
Véase RocA, J. M.. «Consenso y desmovilización social>,,
cus XIII Aniversario de la Constitución: ¿Cumpleaños feliz?»,
Iniciativa Socialista, o.» 18, febrero de 1992. pp. 16-22.5~>»Es probable cierto que los compromisos políticos in-
terparuidistas, que cl monopolio de la politica por tal élite
partidista, y que una considerable desmovilización general
fueran todos ellos requisiucís para construir un cirden demuí-
crático nuevo» (MÁRAvÁuS -, J. M., ibidetn. p. 5 1).
“ Y también un proyececs durante el período cesostiutí-
yente. «El debate constitucional tiene que ser u’, grao debate
público, que interese a todos los sectusres de la población y
qcme haga del texto constitucional el ceusuro de una grao mo-
vilización de [a clase obrera, de coduis hss sectores populares
y, en definitiva, el cene ro de una grao movilización de la uípi-
nión pública» (Seso LiRA. 1., Los cc,tnunistas y la C.eínstitu—
cióti, Madrid, Fuinsía. 1918, p. 113).
< Cifras tomadas de Co,’tes Generales, 1979-83. l-’artic/os
peílíticos, elecciones leg¿slatim’as, bicigrafías de los parlamenta-
nos, Equipo de Deictímentación Política. Maduid. itísé Mayá
editor, 1979, p. 18.
58 ARmÁs-SxcxsAmscí. R., «Una perspectiva de la transición
española a la democracia, en Cuenta >‘ Razc$n, mí.’ 41, di-
ciembre de 1988, pp. 77-84, p. 82.
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